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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 agosto de 2016.  

 Comparece el Sr. José L. Dávila Cruz (señor Dávila o  peticionario) por 

derecho propio y quien se encuentra confinado en la Institución Correccional 

501, en Bayamón, del Departamento de Corrección y Rehabilitación.  En su 

recurso el peticionario solicita que revoquemos la Resolución emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón (TPI), el 29 de abril de 2016 

y notificada el 5 de mayo de 2016, mediante la cual fue declarada No Ha 

Lugar la solicitud del señor Dávila para que su sentencia fuera reducida un 

25% al amparo del Artículo 67 del Código Penal. 

 Por los fundamentos que expondremos, expedimos el auto de Certiorari 

y revocamos la Resolución recurrida. 

I. 

 Por hechos ocurridos el 17 de junio de 2013 el peticionario fue 

denunciado por infracción al Artículo 2.8 (Incumplimiento de órdenes de 

protección) de la Ley Núm. 54 de 15 de agosto de 1989, según enmendada 

(Ley Núm. 54), conocida como la “Ley para la Prevención e Intervención con 

la Violencia Doméstica”.   En la fecha de señalamiento de Juicio, 4 de 

noviembre de 2014, el peticionario y el Ministerio Público llegaron a un 
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preacuerdo consistente en:  reclasificar el artículo imputado a un Artículo 

3.1 de la Ley Núm. 54, recomendar una pena fija de tres (3) años de 

reclusión y eliminar la alegación de reincidencia.  Así el TPI enmendó la 

acusación, según fue solicitado y el señor Dávila hizo alegación de 

culpabilidad, la cual fue aceptada por el foro primario.  En esa misma fecha, 

el peticionario fue   sentenciado a cumplir tres (3) años en el caso criminal 

número BY2014CR02052 por infracción al Artículo 3.1 de la Ley 541.   

 El 26 de abril de 2016 el peticionario instó una “Moción solicitando 

muy respetuosamente el ser partícipe de lo que establece la ley, por medio 

del Código Penal 2012, a través del Artículo 67 del presente código con 

atenuantes”.  Mediante dicho escrito, el señor Dávila solicitó una reducción 

del 25% de su sentencia.  El 29 de abril de 2016, el TPI declaró No Ha Lugar 

la solicitud del peticionario.   

 Inconforme, el peticionario recurre ante este foro intermedio a través 

del recurso de título.  En su escrito reitera la solicitud hecha ante el TPI para 

que su sentencia sea reducida un 25% a tenor con el Artículo 67 del Código 

Penal y al amparo del principio de favorabilidad. El peticionario señala que el 

TPI erró al declarar no ha lugar su petición. 

 El 30 de junio de 2016 ordenamos a la parte recurrida, Oficina 

Procuradora General que se expresara sobre los méritos del recurso. La 

referida Orden fue cumplida mediante “Escrito en Cumplimiento de Orden” 

presentado el 22 de julio de 2016. Expone que “resulta evidente que el 

peticionario se declaró culpable, y fue sentenciado bajo el Código Penal de 

2012 luego de que éste fuera enmendado por la Ley Núm. 246-2014, 

entiéndase bajo el derecho vigente por lo que no hay nada que aplicar de 

forma retroactiva”.   Sostiene que la pena de reclusión de tres años que le fue 

impuesta tras declararse culpable y luego de llegar a un preacuerdo, resultó 

ser la pena menor que acarrea el Art. 2.8 de la Ley 54.  Es su posición que, 

dado la naturaleza de la alegación preacordada, no procede revisar o alterar 

                                                 
1 Anejo III, pág. 6 del Escrito en Cumplimiento de Orden presentado por la Oficina de la 

Procuradora General. 
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la sentencia y que el acusado no ha demostrado razones válidas en derecho 

para cuestionar su legalidad.   

 Luego de la evaluación de los escritos de las partes y habiendo 

analizado el derecho aplicable, procedemos a resolver. 

II. 

A. 

Las decisiones interlocutorias, distinto a las sentencias finales, son 

revisables ante el Tribunal de Apelaciones mediante recurso de Certiorari.    

El recurso de Certiorari es el vehículo procesal extraordinario utilizado para 

que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error de derecho 

cometido por un tribunal de menor jerarquía.  Pueblo v. Díaz de León, 176 

DPR 913 (2009).  Este foro intermedio tiene la facultad para expedir el auto 

de Certiorari de manera discrecional, por tratarse de ordinario de asuntos 

interlocutorios.          

Con el fin de que podamos ejercer de forma sabia y prudente nuestra 

facultad discrecional de entender o no en los méritos de los asuntos que nos 

son planteados mediante el recurso de Certiorari, la Regla 40 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, supra, señala los criterios a ser considerados. 

 García v. Padró, 165 D.P.R. 324 (2005).  Éstos son:      

A.  Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.    
B.  Si la situación de hechos planteada es la más indicada para 
el análisis del problema.      

C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 

Primera Instancia.    
D.  Si el asunto planteado exige consideración más detenida a la 
luz de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, o de 

alegatos más elaborados.   
E.  Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es la 
más propicia para su consideración.      

F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no 
causa un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación 

indeseable en la solución final del litigio.   
G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa evita 
un fracaso de la justicia.  

  
Sólo habrá de expedirse un Certiorari, si al menos uno de estos 

criterios aconsejan la revisión del dictamen recurrido. Es decir, el 

ordenamiento impone que ejerzamos nuestra discreción y evaluemos si, a la 
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luz de alguno de los criterios contenidos en la misma, se requiere nuestra 

intervención.  De no ser así, procede que nos abstengamos de expedir el auto 

solicitado.  

B. 

Por otra parte, la Regla 185 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, 

provee un mecanismo para que el Tribunal de Primera Instancia pueda 

efectuar correcciones a una sentencia ya dictada.  Pueblo v. Silva Colón, 184 

DPR 759, 770-771 (2012).  Las disposiciones de dicha Regla les dan facultad 

a los tribunales para modificar una sentencia válida con el fin ulterior de 

reducir o rebajar la pena impuesta ante la existencia de una causa 

justificada y en bien de la justicia, siempre que se cumplan con ciertos 

términos y en determinadas circunstancias.  Id.  En cualquier caso en que se 

solicite la rebaja de la sentencia, la misma debe ser solicitada dentro del 

término de 90 días establecido por la Regla 185 de Procedimiento Criminal, 

supra.  Pueblo v. Martínez Lugo, 150 DPR 238, 245 (2000); Pueblo v. Cubero 

Colón, 116 DPR 682, 684 (1985); Pueblo v. Mojica Cruz, 115 DPR 569, 573 

(1984).  Ahora bien, si se trata de una sentencia ilegal se puede solicitar su 

corrección en cualquier momento.  Pueblo v. Silva Colón, supra, pág. 774; 

Pueblo v. Martínez Lugo, supra, pág. 245.  La sentencia ilegal es aquella 

dictada por un tribunal sin jurisdicción o autoridad.  Pueblo v. Lozano Díaz, 

88 DPR 834, 838 (1963).   

Cabe destacar que, el mecanismo provisto en la Regla 185, supra, no 

puede ser utilizado para alterar fallos condenatorios o veredictos de 

culpabilidad, toda vez que la Regla está dirigida exclusivamente a corregir o 

modificar la pena impuesta cuando la sentencia es ilegal, adolece de errores 

de forma, cuando se ha impuesto un castigo distinto al establecido o cuando 

razones justicieras ameriten reducir la pena.  Pueblo v. Silva Colón, supra, 

pág. 774.  Es decir, el remedio que se concede bajo esta Regla va dirigido 

exclusivamente contra la pena impuesta en la sentencia.  Es por ello, que 

una solicitud de esta naturaleza debe hacerse primeramente ante el tribunal 

sentenciador.  Pueblo v. Bigio Pastrana, 116 DPR 748 (1985).  
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C. 

Nuestro más Alto Foro ha reconocido la validez constitucional y la 

utilidad del mecanismo de la alegación preacordada para la disposición de 

casos penales.  Pueblo v. Mojica Cruz, 115 DPR 569 (1984); Pueblo v. Pérez 

Adorno, 178 DPR 946, 956 (2010).  El referido mecanismo luego fue 

codificado al aprobarse la Regla 72 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. 

II, en la que se establecen los requisitos a cumplir para que una alegación 

preacordada pueda ser base de una sentencia condenatoria.  Pueblo v. Pérez 

Adorno, supra, a la pág. 957.  Id.  Conforme se establece, un acusado puede 

hacer una alegación de culpabilidad “a cambio de que el Ministerio Público 

se comprometa a: (1) pedir que se archiven otros cargos pendientes contra el 

imputado; (2) eliminar la alegación de reincidencia; (3) recomendar una 

sentencia específica o no oponerse a la solicitud de la defensa sobre una 

sentencia en particular, entendiéndose que el tribunal no estará obligado a 

dictar la sentencia recomendada o solicitada; o (4) acordar que cierta 

sentencia en particular dispone adecuadamente del caso”.  Pueblo v. Acosta 

Pérez, 190 DPR 823, 831 (2014).   

Al sopesar si acepta una negociación preacordada, el tribunal deberá 

asegurarse de que se efectuó “con pleno conocimiento, conformidad y 

voluntariedad del imputado; que es conveniente a una sana administración 

de justicia, y que ha sido lograda conforme a derecho y a la ética".  Id.; Regla 

72(7) de Procedimiento Criminal, supra.  Deberá asegurarse también de que 

la persona imputada está consciente de todas las repercusiones que ha de 

tener su alegación; que se han observado los requisitos establecidos en la 

Ley para la Protección de Testigos y Víctimas; y “que existe base suficiente en 

los hechos para sostener la alegación de culpabilidad”.  Id.  Si el acuerdo no 

satisface estos requisitos, entonces el juez deberá rechazarlo.  Pueblo v. Pérez 

Adorno, supra.  En caso de que la acepte, el tribunal le notificará a la 

persona imputada que la alegación preacordada ha sido incorporada y 

constituirá parte de la sentencia.  Regla 72(3) de Procedimiento Criminal, 

supra.  Pueblo v. Acosta Pérez, supra, pág. 831.   
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Ahora bien, el tribunal juzgador tiene la discreción de aprobar o no la 

alegación preacordada que alcance la defensa y el Ministerio Público.  Pueblo 

v. Acosta Pérez, 190 DPR 823, 830 (2014).  Una vez es aceptado y la persona 

acusada se declara culpable, cualquier intento de las partes de retirar lo 

acordado es un incumplimiento del acuerdo mismo.   Id.  Al ser aceptado, el 

acuerdo queda consumado.  Pueblo v. Pérez Adorno, supra.   

Al hacer una alegación de culpabilidad, la persona acusada renuncia a 

varios derechos constitucionales como su derecho a que se pruebe su 

culpabilidad más allá de duda razonable y el derecho a un juicio en su 

fondo, entre otros. Pueblo v. Pérez Adorno, supra, pág. 958.  No obstante, la 

persona convicta que ha efectuado una alegación de culpabilidad podrá 

atacar dicha convicción, y la sentencia así dictada, si cuenta con alguna 

alegación o defensa meritoria de debido proceso de ley.  Pueblo v. Román 

Mártir, 169 DPR 809, 820 (2007).   

En Pueblo v. Torres Cruz, res. el 4 de noviembre de 2015, 2015 TSPR 

147, nuestro Tribunal Supremo expresó que las personas que hayan 

realizado una alegación de culpabilidad preacordada pueden invocar 

posteriormente el principio de favorabilidad.  A tales efectos enunció que 

salvo que la Asamblea Legislativa disponga otra cosa mediante una cláusula 

de reserva, es imposible impedir, a priori, que una persona renuncie a 

invocar posteriormente los beneficios de una legislación que le es aplicable y 

le puede beneficiar.  Id.  

D. 

De otra parte y en lo concerniente a la controversia de autos, el 

Artículo 3.1 de la Ley para la Prevención e Intervención con la Violencia 

Doméstica, supra, vigente al momento de los hechos por los cuales se 

sentencia al peticionario, tipifica el delito de maltrato como sigue:  

Toda persona que empleare fuerza física o violencia psicológica, 
intimidación o persecución en la persona de su cónyuge, 
excónyuge, o la persona con quien cohabita o haya cohabitado, o 

la persona con quien haya procreado un hijo o hija, 
independientemente del sexo, estado civil, orientación sexual, 
identidad de género o estatus migratorio de cualquiera de las 

personas involucradas en la relación, para causarle daño físico a 
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su persona, a los bienes apreciados por ésta, excepto aquéllos 
que pertenecen privativamente al ofensor, o a la persona de otro 

o para causarle grave daño emocional, incurrirá en delito grave 
de cuarto grado en su mitad superior.  

  

El tribunal podrá imponer la pena de restitución, además, de la 
pena de reclusión establecida. (Énfasis suplido)  

  

De otra parte, el Artículo 307 (e) del Código Penal de 2012, 33 LPRA 

sec. 5415, vigente al momento de los hechos del presente caso, estableció 

una cláusula de transición para la fijación de penas de delitos cometidos 

bajo leyes penales especiales que disponía en lo pertinente:  

Los delitos graves que se tipifican en leyes penales 

especiales bajo el sistema de clasificación de delitos de la Ley 
149-2004, según enmendada, conocida como Código Penal del 
Estado Libre Asociado de Puerto Rico, y que no tengan pena 

estatuida, estarán sujetos a las siguientes penas, según sean 
ajustadas de conformidad con los agravantes y atenuantes 
aplicables:  

  

[…..]  
  

(e) Delito grave de cuarto grado- conllevará una pena de 

reclusión por un término fijo de tres (3) años. 33 LPRA sec. 
5414. (Énfasis suplido)  
  

Ulteriormente, la Ley Núm. 246-2014 enmendó el Artículo 307(e) del 

Código Penal de 2012 como sigue:  

Artículo 307.- Cláusula de transición para la fijación de 
penas en las leyes penales especiales.  
  

Los delitos graves que se tipifican en leyes penales 
especiales bajo el sistema de clasificación de delitos de la Ley 

149-2004, según enmendada, conocida como Código Penal del 
Estado Libre Asociado de Puerto Rico, estarán sujetos a las 
siguientes penas, hasta que se proceda a enmendarlas para 

atemperarlas al sistema de sentencias fijas adoptado en el 
Código de 2012, según enmendado.  
[…..]  
  

(e) Delito grave de cuarto grado- conllevará pena de 
reclusión, restricción terapéutica, restricción domiciliaria, 

servicios comunitarios, o combinación de estas penas, por 
un término fijo que no puede ser menor de seis (6) meses, un 
(1) día, ni mayor de tres (3) años, según  la presencia de 

atenuantes o agravantes a la pena.  En tal caso, la persona 
puede ser considerada para libertad bajo palabra por la Junta 

de Libertad bajo palabra al cumplir el cincuenta (50) por 
ciento del término de reclusión impuesto.  (Énfasis suplido) 
Véase, Artículo 183 de la Ley Núm. 246-2014.  

  

En lo atinente a la fijación de la pena y la imposición de circunstancias 

agravantes y atenuantes, el Artículo 67 del Código Penal de 2012, según 
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enmendado por el Artículo 35 de la Ley Núm. 246-2014 dispone 

expresamente lo siguiente:  

Artículo 67.-Fijación de la Pena; imposición de 
circunstancias agravantes y atenuantes  

 

La pena será fijada de conformidad con lo dispuesto en cada 
Artículo de este Código.  
  

Excepto en delitos cuyo término de reclusión señalado en el tipo 

sea de noventa y nueve (99) años, el tribunal podrá tomar en 
consideración la existencia de circunstancias atenuantes y 

agravantes dispuestas en los Artículos 65 y 66 de este Código. 
En este caso, de mediar circunstancias agravantes, la pena 
fija establecida podrá ser aumentada hasta un veinticinco 

(25) por ciento; de mediar circunstancias atenuantes podrá 
reducirse hasta en un veinticinco (25) por ciento de la pena 
fija establecida.  
  

Cuando concurran circunstancias agravantes y atenuantes 
simultáneamente, el tribunal evaluará su peso, determinará si 

se cancelan entre sí, o si algunos atenuantes o agravantes deben 
tener mayor peso en el ejercicio de su discreción al sentenciar.  
  

Las circunstancias agravantes o atenuantes que la ley haya 

tenido en cuenta al tipificar el delito, al igual que las que son 
inherentes al mismo, no serán consideradas en la fijación de la 
pena.  
  

Las circunstancias agravantes o atenuantes que consisten en le 
ejecución material del delito o en los medios empleados para 

realizarlo, sirven únicamente para agravar o atenuar la 
responsabilidad de quien ha tenido conocimiento de ellas en el 
momento de realizar o cooperar en el delito.   

  

Las circunstancias agravantes o atenuantes que se refieran al 
convicto en sus relaciones particulares con la víctima o en otra 

causa personal, sirven para agravar o atenuar la responsabilidad 
sólo de aquél en quien concurran.  (Énfasis nuestro).  33 LPRA 
sec. 5100, Supl. 2015.  
 

  La Exposición de Motivos de la Ley Núm. 246-2014 expone que:  

En las enmiendas que proponemos al Código Penal de 2012 se 

aumenta la discreción judicial, pero se legislan criterios y 
mecanismos para que el Juez pueda ejercerla de manera 

justa.  Por ello se mantiene el texto del Artículo 67 que dispone, 
“el Tribunal podrá tomar en consideración la existencia de 
circunstancias atenuantes y agravantes dispuestas en los 

Artículos 65 y 66 de este Código”, bajo el entendido de que la 
imposición de circunstancias agravantes o atenuantes será 

discrecional del Tribunal.  Además, se enmienda el Artículo 67 
del Código de 2012 para proporcionar criterios que orienten la 
discreción judicial al imponer atenuantes y agravantes.  En el 

ejercicio de su discreción al imponer sentencia el Juez 
considerará tanto los agravantes o atenuantes probados, como el 
informe presentencia y el plan de rehabilitación, si lo hubiere. 

 Además, la reducción o aumento de la pena señalada en el tipo, 
de probarse atenuantes o agravantes, se dará dentro de un 

margen de discreción que puede fluctuar desde cero hasta un 
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25%, ya que de haber atenuantes y agravantes podrían 
cancelarse unos con otros.   

  

Mediante el Artículo 32 de la Ley Núm. 246-2014, 33 LPPRA sec. 5096, 

Supl. 2015, se enmendó el Artículo 63 del Código Penal de 2012, como 

sigue:  

La imposición de la pena requiere de un informe pre-sentencia, 
cuya preparación será obligatoria en los delitos graves cuya la 

pena de reclusión señalada en el tipo sea menor de noventa y 
nueve (99) años, y a discreción del tribunal en los delitos menos 
graves.  33 LPPRA sec. 5096, Supl. 2015  

 
De la misma forma, el Artículo 65 del mismo Código, 33 LPRA sec. 

5098, dispone los hechos relacionados con la persona del convicto y el delito 

cometido que se considerarán como circunstancias atenuantes a la pena.  

Éstos son:  

a. Las causas de exclusión de responsabilidad penal cuando 

no concurran todos sus requisitos para eximir. 

b. El convicto no tiene antecedentes penales.  

c. El convicto observó buena conducta con anterioridad al 

hecho y goza de reputación satisfactoria en la comunidad.  

d. La temprana o avanzada edad del convicto. 

e. La condición mental y física del convicto. 

f. El convicto aceptó su responsabilidad en alguna de las 

etapas del proceso criminal. 

g. El convicto cooperó voluntariamente al esclarecimiento del 

delito cometido por él y por otros.  

h. El convicto restituyó a la víctima por el daño causado o 

disminuyó los efectos del daño ocasionado.  

i. El convicto trató de evitar el daño a la persona o a la 

propiedad. 

j. El convicto fue inducido por otros a participar en el 

incidente. 

k. El convicto realizó el hecho por causas o estímulos tan 

poderosos que le indujeron arrebato, obcecación u otro 

estado emocional similar. 

l. La participación del convicto no fue por sí sola 

determinante para ocasionar el daño o peligro que provocó 

el hecho. 

m.  El daño causado a la víctima o propiedad fue mínimo.  

E. 

En el ámbito penal opera el postulado básico de que la ley que aplica a 

unos hechos delictivos es aquella vigente al momento de cometerse el delito.  

Pueblo v. Rexach Benítez, 130 DPR 273, 301 (1992).  El principio de 

favorabilidad se activa cuando una ley posterior es más beneficiosa para el 
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acusado o confinado, salvo que exista una cláusula de reserva que impida su 

extensión retroactiva.  Pueblo v. González, 165 DPR 675, 685 (2005).   

Es menester distinguir la figura de los atenuantes, del principio de 

favorabilidad consagrado en el Artículo 4 del Código Penal de 2012, 33 LPRA 

sec 5004. Conforme al principio de favorabilidad, procede la aplicación 

retroactiva de una ley penal cuando favorece a la persona imputada de 

delito.  Pueblo v. Torres Cruz, Op. 4 de noviembre de 2015, 2015 TSPR 147, 

194 DPR ____ (2015); Pueblo v. Hernández García, 186 DPR 656, 673 (2012).  

El principio de favorabilidad se encuentra regulado por el Artículo 4 del 

Código Penal de 2012, supra, el cual dispone lo siguiente:  

La ley penal aplicable es la vigente al momento de la comisión de 
los hechos. 

 
La ley penal tiene efecto retroactivo en lo que favorezca a la 
persona imputada de delito. En consecuencia, se aplican las 

siguientes normas: 
 

(a) Si la ley vigente al tiempo de cometerse el delito es distinta de 
la que exista al procesar al imputado o al imponerle la sentencia, 
se aplicará siempre la ley más benigna. 

  
(b) Si durante el término en que la persona está cumpliendo la 

sentencia entra en vigor una ley más benigna en cuanto a la 
pena o al modo de ejecutarla, se aplicará retroactivamente. 

  

(c) Si durante el término en que la persona está cumpliendo la 
sentencia entra en vigor una ley que suprime el delito, o el 
Tribunal Supremo emite una decisión que despenalice el hecho, 

la pena quedará extinguida y la persona liberada, de estar 
recluida o en restricción de libertad.  

 
En estos casos los efectos de la nueva ley o de la decisión 
judicial operarán de pleno derecho. 

 
Es decir, el principio de favorabilidad se activa cuando se aprueba una 

ley posterior a la comisión del delito imputado y ésta es más beneficiosa para 

el acusado o confinado, salvo que exista una cláusula de reserva que impida 

su extensión retroactiva.  Pueblo v. González, 165 DPR 675 (2005). 

En cuanto a las leyes penales más favorables, distinto a la aplicación 

de las leyes ex post facto, no hay disposición constitucional alguna que 

obligue su aplicación.  Pueblo v. Hernández García, supra, pág. 686.  

Conforme a ello, nuestro Tribunal Supremo ha expresado que:  
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[e]l principio de favorabilidad no tiene rango constitucional, 
quedando la aplicación retroactiva de las leyes penales que 

favorezcan al acusado dentro de la prerrogativa total del 
legislador.  Es por ello que el principio de favorabilidad 

corresponde a un acto de gracia legislativa cuyo origen es 
puramente estatutario. Conforme a lo anterior, el legislador tiene 
la potestad para establecer excepciones al principio de 

favorabilidad ordenando la aplicación prospectiva de la ley 
vigente al momento de la comisión del hecho punible, aunque 
sea más desfavorable para el acusado que la ley vigente al 

momento de la condena. Dicho de otra manera, un acusado no 
tiene un derecho constitucional a la aplicación retroactiva de 

leyes penales más favorables. Id.  
  

La aplicación del principio de favorabilidad, o la aplicación retroactiva 

de la ley más favorable para el acusado, queda dentro de la prerrogativa del 

legislador.  Pueblo v. González, 165 DPR 675, 686 (2005).  Cabe señalar que 

la doctrina establece que el principio de favorabilidad opera cuando el 

legislador hace una nueva valoración de la conducta punible, en el sentido 

de excluir o disminuir la necesidad de su represión penal.  Id; Luis Jiménez 

de Asúa, Tratado de Derecho Penal, Tomo II, pág. 543 (1950).  Se ha 

señalado que el principio de favorabilidad no tiene rango constitucional, por 

lo que la aplicación retroactiva de las leyes penales que favorezcan al 

acusado queda –como ya hemos dicho- dentro de la prerrogativa total del 

legislador.  Pueblo v. Hernández García, supra; Pueblo v. González, supra.  

Es por ello que el principio de favorabilidad corresponde a un acto de 

gracia legislativa cuyo origen es puramente estatutario.  Pueblo v. González, 

supra. Un acusado no tiene un derecho constitucional a la aplicación 

retroactiva de leyes penales más favorables. Pueblo v. González, supra.  El 

principio de favorabilidad no es absoluto. “En nuestra jurisdicción, la 

aprobación de cláusulas de reserva opera como una limitación al principio de 

favorabilidad; principio que, al carecer de rango constitucional, está dentro 

de la prerrogativa absoluta del legislador.”  Id. 

III. 

En el caso de autos, debemos determinar, si erró el foro de primera 

instancia al declarar No Ha Lugar la petición del señor Dávila sobre 

modificación de su sentencia para reducir el término impuesto un 25%.  El 

peticionario arguye que en su caso aplica la imposición de circunstancias 
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atenuantes a la sentencia de  tres (3) años de reclusión impuesta por el TPI 

el 4 de noviembre de 2014 por infracción al Artículo 3.1 de la Ley Núm. 54, 

supra.  Primeramente, es preciso señalar que los hechos por los cuales el 

peticionario fue acusado ocurrieron durante la vigencia del Código Penal de 

2012.    

En el caso que nos ocupa el foro primario le impuso al señor Dávila 

una sentencia de reclusión de tres años por infracción al Artículo 3.1 de la 

Ley Núm. 54.  Al momento de ser sentenciado el peticionario, el delito era 

uno grave de cuarto grado en su mitad superior, cuya pena establecida era 

de reclusión por un término fijo de tres (3) años.  No obstante, ésta es la 

pena máxima contemplada por la Ley Núm. 246-2014, para delitos graves de 

cuarto grado, según la presencia de atenuantes o agravantes a la pena.  

Luego de que el peticionario fuera sentenciado y comenzara a cumplir la 

pena impuesta, a raíz de la alegación preacordada, entró en vigor una ley 

más benigna en cuanto a la pena por delito grave de cuarto grado y el modo 

de ejecutarla.  De conformidad con lo resuelto en el caso de Pueblo v. Torres 

Cruz, supra, las personas que hayan realizado una alegación de culpabilidad 

preacordada pueden invocar posteriormente el principio de favorabilidad.   

Ante la ausencia de una cláusula de reserva en la Ley Núm. 246-2014, 

que impida su aplicación retroactiva, concluimos, que procede aplicar 

retroactivamente al peticionario el Artículo 183 de la Ley Núm. 246-2014 que 

enmendó el Artículo 307 del Código Penal de 2012. Dicha enmienda 

establece que el delito grave de cuarto grado, en este caso la infracción al 

Artículo 3.1 de la Ley Núm. 54, “conllevará una pena de reclusión, 

restricción terapéutica, restricción domiciliaria… o combinación de estas 

penas, por un término fijo que no puede ser menor de seis (6) meses un (1) 

día ni mayor de tres (3) años, según sea la presencia de atenuantes o 

agravantes a la pena.”   Artículo 183 de la Ley 246-2014.   Dicho de otra 

manera, antes de la enmienda, el Artículo 307 del Código Penal de 2012, 

supra, establecía una pena fija de tres años para delitos de cuarto grado, sin 

la presencia de atenuantes o agravantes, lo cual podía incrementar o 
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disminuir la pena fija de tres años según fuera el caso.   No obstante, luego 

de la enmienda que hace el Artículo 183 de la Ley Núm. 246-2014 al Artículo 

307 (e), del Código Penal de 2012, la pena por un delito de cuarto grado no 

podrá ser mayor de tres años, aún con agravantes.    

En el presente caso el TPI, al sentenciar al peticionario le impuso la 

pena fija de tres años que establecía el Artículo 307(e) del Código Penal de 

2012, antes de la enmienda realizada al referido Artículo la Ley Núm. 246-

2014.  En consecuencia, procede la aplicación del principio de favorabilidad 

en cuanto a la imposición de una pena más benigna, según lo establece el 

Artículo 183 de la Ley Núm.246-2014, 33 LPRA sec. 5415 (e) Supl. 2015.  Es 

decir, que debemos interpretar que conforme al Artículo 183 de la Ley 

Núm.246-2014, supra, ya la pena fija para el delito de cuarto grado no es la 

pena de tres años, como lo era antes de la enmienda; los tres años es ahora 

la pena máxima para un delito grave de cuarto grado, con agravantes.   

En lo referente a los agravantes dispone el Artículo 35 de la Ley Núm. 

246-2014, el cual a su vez, enmienda el artículo 67 del Código Penal de 

2012, en cuanto a la fijación de las penas con atenuantes y/o agravantes, 

que “de mediar circunstancias agravantes la pena fija podrá ser aumentada 

hasta un veinticinco (25) por ciento”.   Luego de analizar los Artículos 35 y 

183 de la Ley Núm. 246-2014, entendemos que, contrario a lo que disponía 

el Artículo 307(e) del Código Penal de 2012 antes de la enmienda que 

introdujo la Ley Núm. 246-2014, ahora la pena máxima de tres años para 

delitos graves de cuarto grado, como lo es la infracción al Artículo 3.1 de la 

Ley Núm. 54, supra, comprende obligatoriamente el aumento de 25% por la 

presencia de agravantes, pues la pena nunca podrá ser mayor de tres años.  

33 LPRA 5415(e) Supl. 2015.  

Luego de este trasfondo normativo, aplicable al caso ante nos, 

concluimos que, nuestro nuevo estado de Derecho referente a la imposición 

de las penas, aplica retroactivamente al peticionario, de conformidad con las 

enmiendas introducidas al Código Penal de 2012 en los Artículos 35 y 183 

de la Ley Núm. 246-2014.   En la Sentencia dictada el 4 de noviembre de 
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2014, el TPI le impuso al peticionario la pena máxima para delitos graves de 

cuarto grado, conforme al preacuerdo y al derecho vigente para esa fecha.    

No surge de la Minuta del Juicio en su Fondo en la que el señor Dávila hizo 

alegación de culpabilidad y le fue dictada la sentencia que se haya 

presentado prueba relacionada a atenuantes o agravantes, o que se haya 

hecho alguna recomendación al respecto.  El aumento de un 25% de la 

sentencia cuando median circunstancias agravantes así como la 

disminución por la presencia de atenuantes, depende de que éstas se 

prueben oportunamente a satisfacción del tribunal.  Pueblo v. Santana Vélez, 

177 DPR 61, 76-77 (2009).  

 En el presente caso surge de la Minuta del 4 de noviembre de 2014 

que el peticionario renunció al informe pre-sentencia.  Conforme al Artículo 

32 de la Ley 246-2014, el cual enmienda el Artículo 63 del Código Penal del 

2012, “la imposición de la pena requiere de un informe pre-sentencia, cuya 

preparación será obligatoria en los delitos graves cuya pena de reclusión 

señalada sea en el tipo menor de noventa y nueve (99) años.”  

En vista de la ausencia de un Informe Pre-Sentencia y de agravantes 

probados, concluimos que incidió el TPI al negarse a enmendar la Sentencia 

de reclusión con pena máxima de tres años.  Dicha enmienda procede en 

virtud del principio de favorablidad.   La denegatoria a la corrección de la 

sentencia es un error de Derecho que se traduce en una condena al 

peticionario a una pena máxima con agravantes sin que éstas se probaran 

oportunamente a satisfacción del tribunal y sin contar con un Informe pre-

sentencia.  En consecuencia procede ordenar al foro primario que enmiende 

la Sentencia impuesta al peticionario para reducir 

 un 25% de la pena máxima de tres (3) años por el cargo de Infracción 

al Artículo 3.1 de la Ley Núm. 54, por el cual hizo alegación de culpabilidad.   

IV. 

En atención a los fundamentos antes expuestos, los cuales hacemos 

formar parte de esta Sentencia, EXPEDIMOS el auto Certiorari y REVOCAMOS 

Resolución recurrida.   Consecuentemente, ordenamos al foro primario que 
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enmiende la Sentencia dictada el 4 de noviembre de 2014 a los efectos de 

reducir en un 25% la pena de reclusión impuesta al peticionario.   

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal. 

 

 
Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


